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MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

OFICINA ANTICORRUPCIÓN

Resolución 27/2018

RESOL-2018-27-APN-OA#MJ

Ciudad de Buenos Aires, 01/10/2018

VISTO el Expediente N° EX-2018-37612393- -APN-OA#MJ, la Ley N° 27.401 y el Decreto N° 277 del 6 de abril de

2018, y

CONSIDERANDO:

Que a través de la Ley N° 27.401 se estableció un régimen de responsabilidad penal aplicable a las personas

jurídicas privadas, ya sean de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los delitos de

cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, previstas por el artículo 265 del Código Penal;

concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal; enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados,

previsto por los artículos 268 (1) y (2) del Código Penal y balances e informes falsos agravados, previsto por el

artículo 300 bis del Código Penal.

Que dicha norma permitió adaptar el sistema penal argentino a los estándares internacionales en materia de lucha

contra la corrupción con los cuales la REPÚBLICA ARGENTINA se comprometió al adherir a la CONVENCIÓN

SOBRE LA LUCHA CONTRA EL COHECHO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS EXTRANJEROS EN LAS

TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES, a la CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS

CONTRA LA CORRUPCIÓN y a la CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN.

Que en la CONVENCIÓN SOBRE LA LUCHA CONTRA EL COHECHO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

EXTRANJEROS EN LAS TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES se establece (artículo 2°) que

cada parte “...tomará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus principios jurídicos, para establecer

la responsabilidad de las personas morales por el cohecho de un servidor público extranjero”. Con relación a las

sanciones, el artículo 3° inciso 1 dispone que “El cohecho de un servidor público extranjero deberá ser castigable

mediante sanciones penales eficaces, proporcionadas y disuasorias” y en el inciso 2 se agrega que en el caso de

que, conforme al régimen jurídico de una Parte, la responsabilidad penal no sea aplicable a las personas morales,

esa Parte “deberá asegurar que esas personas morales serán sujetas a sanciones eficaces, proporcionales y

disuasorias de carácter no penal, incluidas las sanciones monetarias por el cohecho de servidores públicos

extranjeros”.
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Que en la CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN se establece (artículo 12°)

que cada Estado “...adoptará medidas para prevenir la corrupción y mejorar las normas contables y de auditoría en

el sector privado, así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces,

proporcionadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas”. Dicho artículo provee un amplio

catálogo de medidas, que incluyen la promoción de la cooperación entre autoridades públicas y privadas, el

fomento de políticas de integridad, transparencia y prevención de conflictos de interés en las empresas, el estímulo

a la adopción de suficientes controles contables internos. En la CONVENCIÓN además se promueve la adopción

de medidas relativas al mantenimiento de libros y registros, la divulgación de estados financieros y las normas de

contabilidad y auditoría, así como la denegación de pagos indebidos. El artículo 26° prevé que los Estados Parte

deberán adoptar “...las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus principios jurídicos, a fin de

establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en delitos tipificados con arreglo a la

presente Convención”. Se aclara que esa responsabilidad podrá ser de índole penal, civil o administrativa, que

existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas humanas y que los Estados deben

velar “...porque se impongan sanciones penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas

sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables...”.

Que, mientras tanto, la CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN establece (artículo III.10)

que los Estados Parte deben considerar “Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y

extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones

mantengan registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que

establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de corrupción”.

Que el objetivo de la Ley N° 27.401 es dotar de mayor eficacia a las políticas de prevención y lucha contra la

corrupción a través de la generación de incentivos para que las personas jurídicas prevengan la comisión de delitos

contra la Administración Pública por medio de la implementación de programas de integridad, y cooperen con las

autoridades, de manera de coadyuvar a una mayor eficacia en la aplicación de la ley penal.

Que el artículo 22 de la Ley N° 27.401 define al programa de integridad como el conjunto de acciones, mecanismos

y procedimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, orientados a prevenir, detectar y

corregir irregularidades y actos ilícitos alcanzados por la ley y establece que deberá guardar relación con los

riesgos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión y capacidad económica, de

conformidad a lo que establezca la reglamentación.

Que el artículo 23 de la referida Ley determina los elementos mínimos que un Programa de Integridad deberá

contener y enumera también una serie de elementos no mandatorios.

Que mediante el Decreto N° 277/18 se encomendó a la OFICINA ANTICORRUPCIÓN del MINISTERIO DE

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS la tarea de establecer lineamientos y guías necesarios para el mejor

cumplimiento de lo establecido en los artículos 22 y 23 de la Ley N° 27.401.

Que los lineamientos tienen como objetivo brindar una guía técnica a empresas, organizaciones de la sociedad civil, 

otras personas jurídicas, agencias estatales, operadores del sistema de justicia, etc. a fin de que cuenten con 

herramientas de interpretación que permitan ajustar su estructura y sus procesos a efectos de prevenir, detectar y
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remediar hechos de corrupción, así como para implementar Programas de Integridad adecuados y evaluarlos de

acuerdo a pautas técnicas objetivas.

Que el proyecto que ha servido de base para la elaboración de los lineamientos fue sometido a instancias de

consulta pública en la que participó la ciudadanía, asociaciones, organizaciones no gubernamentales, especialistas,

funcionarios, y otros actores del sector privado y la sociedad civil quienes realizaron aportes que fueron

considerados.

Que como producto de esas instancias y en cumplimiento de las competencias asignadas a la OFICINA

ANTICORRUPCIÓN del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS se elaboraron los lineamientos de

integridad para el mejor cumplimiento de lo establecido en los artículos 22 y 23 de la Ley N° 27.401.

Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS

HUMANOS ha tomado la intervención que le corresponde.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 1° del Decreto Nº 277/18.

Por ello,

LA SECRETARIA DE ÉTICA PÚBLICA, TRANSPARENCIA Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Apruébanse los “LINEAMIENTOS DE INTEGRIDAD PARA EL MEJOR CUMPLIMIENTO DE LO

ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 22 Y 23 DE LA LEY N° 27.401 DE RESPONSABILIDAD PENAL DE

PERSONAS JURÍDICAS” que como ANEXO I (IF-2018-48698120-APN-OA#MJ), forman parte integrante de la

presente resolución.

ARTÍCULO 2º.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y

archívese. Laura Alonso

NOTA: El/los Anexo/s que integra/n este(a) Resolución se publican en la edición web del BORA

-www.boletinoficial.gob.ar-

e. 04/10/2018 N° 73550/18 v. 04/10/2018

Fecha de publicación 04/10/2018


